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Este trabajo tiene por objeto precisar el 
signifi cado de la expresión “propietario” 
del artículo 116 de la Ley General de Ur-
banismo y Construcciones, para efectos 
de determinar el sujeto legitimado para 
solicitar los informes administrativos a 
que hace referencia el artículo 55 inciso 
4 del mismo texto legal. En el caso que 
el propietario de un predio constituya 
una servidumbre de edifi cación eléctri-
ca en favor de un tercero, la defi nición 
anterior es fundamental para fi jar quién 
será el sujeto legitimado para presentar 
dichas solicitudes.

Palabras clave: Permisos administrati-
vos, servidumbres, edifi cación eléctrica.

This paper seeks to clarify the meaning 
of “owner” of the article 116 of Gen-
eral Legislation on Urban Planning and 
Construction, for defi ning the subject 
entitled to request administrative reports 
referred in the article 55 paragraph 4 of 
the same legal text. In the event that the 
owner of a property constitutes an ease-
ment electric building in favor of a third 
party, the above defi nition is essential to 
establish who will be the subject entitled 
to fi le such requests.

Keywords: Administrative permits, ease-
ments, electrical construction.
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Introducción

Conforme al art. 55 inciso 4° de la Ley General de Urbanismo y Construccio-
nes1, “las construcciones industriales, de equipamiento, turismo, y poblaciones, 
fuera de los límites urbanos, requerirán, previamente a la aprobación corres-
pondiente de la Dirección de Obras Municipales, del informe favorable de la 

* Abogado. Licenciado en Derecho, Pontifi cia Universidad Católica de Chile. Profesor de 
Derecho Administrativo y Director del Departamento de Derecho Público de la Universi-
dad de los Andes, Chile. Correo electrónico: jarancibia@uandes.cl
1 DFL Nº 458 de 1976.
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Secretaría Regional del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y del Servicio Agrícola2 
que correspondan”.

En materia de servicios eléctricos, según la jurisprudencia de la Contraloría Gene-
ral de la República, este precepto solo rige para la construcción de obras civiles3 aso-
ciadas a la central generadora, pues las obras estrictamente eléctricas4 están sujetas a 
la aprobación y supervisión de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles5.

Con todo, el art. 55 citado no señala expresamente el sujeto legitimado para so-
licitar la aprobación municipal. Sin embargo, el art. 116 de la normativa otorga dicha 
facultad al propietario del bien raíz. Esta legitimación se explica por sí misma, dado 
que la propiedad o dominio del inmueble comprende la facultad de construir sobre él 
en razón del uso y goce del mismo.

El propietario también se entendería legitimado para solicitar los informes admi-
nistrativos correspondientes. Dado que estos dictámenes constituyen actos trámite6 
de naturaleza accesoria y subordinada a la dictación del permiso7, su régimen de legi-
timación sigue la suerte del acto principal.

2 De acuerdo al art. 46 de la Ley Nº 19.283 de 1994, el informe de este organismo se refi ere al 
cambio de uso de suelo en un sector rural. Ver también dictámenes Nos 23.967 y 32.716 (ambos 
de 1994), 41.984 (1996), 17.851 (1998), 9.443 (2000), y 2.663 (2003).
3 Por ejemplo, edifi caciones para salas de comando, laboratorios, talleres, ofi cinas y habitación de 
los trabajadores. Ver Dictámenes Nos 25.727 (1980), 15.875 (1986), y 19.393 (1994).
4 Estas incluyen todos los equipos y estructuras destinados a la generación, tales como los es-
tanques de almacenamiento de productos químicos y combustibles, las calderas y chimeneas en 
su caso, y la nave de turbina. En caso de duda, la califi cación de la naturaleza civil o propiamente 
eléctrica de la obra corresponderá a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, según 
el Dictamen Nº 27.943 (2003).
5 La exención del permiso municipal fue reconocida originalmente en el Dictamen Nº 59.180 
(1966). Sin embargo, la Contraloría modifi có su doctrina en el Dictamen Nº 1.200 (1983), dirigido 
a Codelco con motivo de la construcción de una central termoeléctrica. Exigió el permiso muni-
cipal para obras propiamente eléctricas en atención a que la expresión “edifi cios y obras de ur-
banización de cualquier naturaleza”, empleada por el artículo 116 de Ley General de Urbanismo 
y Construcciones, comprendía los edifi cios industriales “de fuerza o transformación de energía” 
defi nidos en el precepto 16 del mismo cuerpo legal.
Empero, desde que este tipo de edifi caciones fuera excluido de la defi nición del art. 16 en virtud 
del Decreto 112 (1992) , la Contraloría ha sostenido invariablemente que las obras estrictamente 
eléctricas no requieren de permiso de edifi cación o pago de derechos municipales. Ver Contra-
loría General de la República, Dictámenes Nos 25.727 (1980), 15.875 (1986), y 19.393 (1994). Cfr. 
FERNÁNDEZ ALEMANY 2004, 57.
6 La Ley Nº 19.880 califi ca este tipo de informe como acto trámite del procedimiento adminis-
trativo, dado que “tiene por fi nalidad producir un acto administrativo terminal” (art. 18), en este 
caso, la autorización o permiso de construcción.  En particular, el informe es un acto trámite de 
la etapa de instrucción del procedimiento administrativo, compuesta de aquéllos actos exigidos 
por la ley o el órgano competente, de ofi cio o a solicitud de los interesados, “para la determi-
nación, conocimiento y comprobación de los datos en virtud de los cuales deba pronunciarse el 
acto” (arts. 34 y 37 de la Ley Nº 19.880).
7 Este carácter accidental del informe condiciona, inter alia, su efi cacia a la del acto terminal 
conforme al principio clásico accesorium sequitur principale. Así por ejemplo, los informes exi-
gidos por la legislación urbanística no producirían efecto alguno si el procedimiento de permi-
so de construcción terminara sin resolución fi nal por desistimiento, declaración de abandono, 
renuncia del derecho o imposibilidad material de continuar la tramitación (art. 40 de la ley Nº 
19.880). Sería igualmente inefi caz si el acto fi nal que autoriza la edifi cación es anulado o dejado 
sin efecto por infringir el principio de juridicidad. 
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Este trabajo tiene por objeto precisar el signifi cado de la expresión “propieta-
rio” del art. 116 para efectos de determinar el sujeto legitimado para presentar tales 
solicitudes. La necesidad de fi jar el sentido y alcance de este vocablo surge a raíz de 
la posibilidad de que el propietario de un predio constituya una servidumbre de edifi -
cación eléctrica en favor de un tercero. En ese caso, el goce del bien raíz –que incluye 
la facultad de edifi ca– estaría separado de la propiedad y constituido en favor de un 
sujeto distinto al propietario (art. 582 inciso 2° del Código Civil).Luego ¿cuál sería el 
sujeto legitimado para presentar la solicitud, el nudo propietario o el titular de la ser-
vidumbre?

Nuestra conclusión es que la expresión “propietario” del art. 116 se refi ere es-
pecífi camente a todo aquel que tiene el goce parcial del inmueble para edifi car, aun-
que no tenga la nuda propiedad. Por lo tanto, el titular de una servidumbre eléctrica 
sería el único legitimado para solicitar la aprobación municipal en ejercicio de su de-
recho exclusivo de uso y goce del inmueble para la construcción de obras eléctricas. 
En consecuencia, el dueño del predio, o nudo propietario, carecería de toda legitima-
ción legal para estos efectos.

Esta conclusión surge a partir de una breve refl exión sobre el derecho real de 
servidumbre de edifi cación en materia eléctrica.

I. El derecho real de servidumbre de edifi cación: noción, característi-

cas y derechos que confi ere

La servidumbre de edifi cación es un gravamen que se impone sobre un predio en 
benefi cio de un edifi cio de distinto dueño que se va a construir8. Obedece, entonces, 
al género de las servidumbres para utilidad futura. Esta noción difi ere en parte del 
concepto de servidumbre del art. 820 del Código Civil, por cuanto el gravamen se 
impone en utilidad de una edifi cación futura dominante y no de un predio dominante.

Al respecto, Biondi aclara que “puesto que el edifi cio todavía no existe y es ab-
surdo que una servidumbre se constituya en relación a un fundo inexistente, es nece-
sario reconocer que actualmente la servidumbre está constituida a favor o a cargo del 
suelo, que es la única entidad existente, para la utilidad del edifi cio futuro. Con esto 
queda satisfecha la exigencia práctica de atribuir efectos reales a la constitución, y al 
mismo tiempo no se renuncia a la estructura de la servidumbre, que requiere siempre 
la existencia actual de dos fundos. Fundo es el suelo, que existe desde el principio”9.

Sin perjuicio de lo anterior, para efectos de nuestro análisis, conviene tener pre-
sente las características de esta servidumbre a la luz de las cualidades descritas en los 
arts. 820 y siguientes del Código Civil. Específi camente: la servidumbre de edifi cación 
es predial porque se impone sobre un predio, según el art. 820; continua porque se 
ejerce continuamente sin necesidad de un hecho actual del hombre, de acuerdo al art. 
822; positiva porque impone al dueño del predio sirviente la obligación principal de de-
jar hacer, establecido en el art. 823; e inaparente, en cuanto no se conoce por una señal 
exterior, según el art. 824.

En materia de derechos, puede sostenerse –parafraseando a Biondi– que el titu-
lar de la servidumbre de edifi cación “goza o disfruta del fundo sirviente, bajo la apa-
riencia de la utilidad que recibe, no pudiéndose olvidar que la utilidad es un elemento 

8 BIONDI 2002.
9  BIONDI 2002, 180.
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constante e imprescindible de la servidumbre, y que tal utilidad puede consistir y a 
menudo consiste en el goce parcial del fundo sirviente”10. Esta explicación es funda-
mental para concebir jurídicamente la servidumbre de edifi cación como una separa-
ción parcial del goce del fundo respecto de la propiedad del mismo.

El titular de la servidumbre de edifi cación es, en efecto, un tercero que goza 
parcialmente de un bien raíz ajeno por la utilidad que este le reporta para construir.

Conviene precisar que, desde antiguo, las servidumbres de este tipo se extien-
den a todas aquellas facultades necesarias para cumplir su fi n, aunque no hayan sido 
consagradas expresamente en el título que da origen a la servidumbre. Al respecto, 
Biondi explica que “los juristas romanos hablaban de adminicula usufructus (Digesto 
7, 6, I, I, I) para indicar aquellas facultades que, aún no estando incluidas en el uti frui, 
son indispensables para ejercitarlo”11. Más adelante señala que “quien quiere una 
cosa quiere también implícitamente todo lo que es necesario para su realización. La 
ley, otorgando estas facultades, pretende llevar a cabo la intención de las partes. Aun 
cuando sean muy numerosas y precisas las facultades que se le pueden conceder al ti-
tular, difícilmente se pueden prever todas las necesidades posibles, mucho más si son 
eventuales y futuras”12.

Este principio jurídico ha sido reconocido expresamente por el Código Civil 
chileno en el art. 828: “El que tiene derecho a una servidumbre, lo tiene igualmente a 
los medios necesarios para ejercerla. Así, el que tiene derecho de sacar agua de una 
fuente situada en la heredad vecina, tiene el derecho de tránsito para ir a ella, aunque 
no se haya establecido expresamente en el título”.

La jurisprudencia ha interpretado este artículo para exigir “medios que la com-
plementan de tal manera que sin ellos no podría existir el derecho o en la práctica 
resultaría inefi caz”13. Además, ha señalado que la denegación de estos medios por 
parte del propietario del predio dominante constituye una infracción a la garantía del 
derecho constitucional de propiedad del titular del derecho real de servidumbre14.

A la luz de lo expuesto, el titular de una servidumbre de edifi cación tiene de-
recho a realizar todas las actividades necesarias para construir el edifi cio respectivo, 
entre las que destaca la ocupación y cierre del terreno para las obras, la construcción 
de habitaciones para el personal y el almacenamiento de materiales. Estas facultades 
constituyen bienes incorporales sobre los que se ejerce un derecho de propiedad a 
acuerdo al art. 19 Nº 24 de la Constitución.

En este orden de cosas, la facultad de solicitar el permiso de construcción co-
rrespondiente es también un medio esencial para ejercer la servidumbre de edifi ca-
ción, pues sin ella el titular no podría ejercer el derecho de edifi car o este resultaría 
inefi caz en la práctica. Así por ejemplo, el art. 146 de la Ley General de Urbanismo y 
Construcciones establece que el Director de Obras Municipales ordenará de inme-
diato la paralización de una obra que se estuviere ejecutando sin el permiso de cons-
trucción, sin perjuicio de las sanciones que correspondan. Por esta razón, el titular del 

10 BIONDI 2002, 113.
11 BIONDI 2002, 803.
12 BIONDI 2002, 803.
13 Repertorio de Legislación y Jurisprudencia Chilenas (1999).
14 Petrox con Haussman (1992), considerando 11.
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derecho de edifi car está legitimado para pedir el permiso de construcción al órgano 
municipal.

Esta doctrina ha sido reconocida, además, por la Contraloría General de la Re-
pública en materia de servidumbres mineras. El Dictamen Nº 31.978 (2008) estableció 
que: “la titularidad de la concesión minera y de la servidumbre respectiva sobre el 
predio superfi cial sobre el que se desarrollará el proyecto, habilita al minero a solicitar 
el permiso sectorial contemplado en el art. 96 del Reglamento del Sistema de Eva-
luación Ambiental, referido a las autorizaciones contempladas en el art. 55 de la Ley 
General de Urbanismo y Construcciones que debe requerir a la SEREMI de Agricultura 
correspondiente, sin que sea necesario el consentimiento de los dueños del predio 
sirviente, toda vez que este ha quedado gravado en benefi cio de todo lo necesario 
para trabajar la concesión minera que se detenta. Concluir lo contrario implicaría ha-
cer depender de la voluntad de esos propietarios el desarrollo de la actividad minera, 
situación que no se condice con la servidumbre que pesa sobre esos terrenos, ni con 
la consagración constitucional del derecho de propiedad de la concesión minera”.

II.  El derecho real de servidumbre de edifi cación en materia eléctrica

La Ley General de Servicios Eléctricos15 establece que “las concesiones de centrales 
hidráulicas productoras de energía eléctrica crean en favor del concesionario las ser-
vidumbres de obras hidroeléctricas, de acuerdo con las disposiciones de la presente 
ley” (art. 49). Estas servidumbres confi eren al concesionario eléctrico el derecho de 
imponer un gravamen en la heredad ajena para “la construcción, establecimiento y 
explotación de las instalaciones y obras anexas” (arts. 2 Nº 4 a) y 14 de la ley, y arts. 
12 y 71 del Reglamento de la ley16). Adicionalmente, la servidumbre eléctrica otorga 
el derecho de ocupación de los terrenos necesarios para las obras (art. 50 de la ley y 
71 del Reglamento).

Como se señaló anteriormente, esta servidumbre difi ere de aquella defi nida en el 
Código Civil, no solo por la inexistencia de un segundo fundo sino además por su fi n 
de utilidad pública17. Al respecto, la jurisprudencia ha señalado que: “La servidumbre 
presenta caracteres y peculiaridades distintas a las reglamentadas y concebidas en 
el Código Civil. En efecto, es una servidumbre de derecho público. No estamos en 
presencia de limitaciones impuestas a un predio a favor de otro, sino de limitaciones 
establecidas en un predio en benefi cio del interés colectivo, del interés público, del 
interés general de la sociedad”18.

Es por esta razón que la constitución y ejercicio de la servidumbre eléctrica se 
rige por las normas especiales del Capítulo V, Título II de la Ley de Servicios Eléctri-
cos (art. 14). Lo anterior es sin perjuicio de la aplicación de los principios de derecho 
común que rigen la institución jurídica de la servidumbre y que se encuentran debida-
mente reconocidos en el Código Civil.

En particular, por tratarse de una servidumbre de edifi cación, la servidumbre 
eléctrica se rige por los mismos principios ya delineados en el acápite anterior. Por lo 
tanto, se trata de un derecho real que incluye ciertamente las facultades necesarias 

15 DFL Nº 1 de Minería de 1982, cuyo texto ha sido refundido, coordinado y sistematizado por el 
DFL Nº 4 de 2006, Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.
16 DS Nº 327 (1998).
17 Para la noción y alcance de la servidumbre eléctrica véase, VERGARA 2004; EVANS y SEEGER 2007.
18 Sociedad Agrícola Forestal La Esperanza con Endesa (1988), considerando 5°.
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para cumplir su fi n, entre las que destaca la solicitud de permiso de construcción y los 
informes favorables que lo sustentan. Este criterio de primacía del concesionario ha 
sido reconocido también en la ley Nº 20.283, sobre recuperación del bosque nativo y 
fomento forestal, a propósito de la tala de especies19.

1. El propietario de un predio gravado con servidumbre de edifi cación carece de 
legitimación para solicitar un permiso de construcción e informes correspondientes

De lo señalado anteriormente se desprende que aquellos propietarios que han 
sido separados del uso o goce de su inmueble para edifi car en virtud de la constitu-
ción de derechos reales de terceros están impedidos de construir y, en consecuencia, 
de solicitar permisos de construcción e informes respectivos.

Así por ejemplo, el dueño de un predio gravado con una servidumbre de edifi -
cación de edifi cio ajeno no estaría legitimado para solicitar un permiso de construc-
ción. Su facultad dominial de construir ha sido separada de su derecho real de propie-
dad y constituida en favor de otro, razón por la cual queda privado de su derecho real 
sobre la cosa para construir y, consecuencialmente, de su legitimación para solicitar el 
acto autorizatorio de construcción.

Esta es, precisamente, la situación jurídica del propietario de un bien raíz grava-
do con servidumbre en virtud de una concesión eléctrica defi nitiva.

Conclusiones

1. La expresión “propietario” que utiliza el art. 116 de la Ley General de Urba-
nismo y Construcciones para referirse al sujeto legitimado para solicitar el permiso de 
construcción municipal se refi ere específi camente al titular de las facultades reales de 
uso y goce del inmueble para efectos de construcción, sea o no dueño.

2. Por lo tanto, en el caso de un predio gravado con servidumbre de edifi cación 
eléctrica, el legitimado para solicitar dicho permiso es el titular de la misma, en ejercicio 
del derecho de uso y goce del inmueble para edifi car. En consecuencia, el dueño del 
predio, o nudo propietario para estos efectos, carecería de toda legitimación legal.

3. Además, los derechos que otorga la servidumbre de edifi cación eléctrica 
como instituto jurídico comprenden todos los medios necesarios para cumplir el fi n 
de la servidumbre, aunque no hayan sido consagrados expresamente en el título de 
constitución de la misma. En particular, se incluye el derecho a solicitar un permiso 
de edifi cación puesto que sin él no podría construirse la instalación eléctrica que da 
origen a la servidumbre.

4. Los informes administrativos favorables que exige el art. 55 de la Ley General 
de Urbanismo y Construcciones para el otorgamiento de un permiso municipal revis-
ten el carácter de acto trámite del procedimiento, de naturaleza accesoria al acto ter-
minal. Por tanto, su régimen de legitimación activa y efi cacia está subordinado y sigue 
las reglas del permiso de construcción.

19 Artículo 7 inciso 3°: “Cuando la construcción de caminos, el ejercicio de concesiones o servidum-
bres mineras, de gas, de servicios eléctricos, de ductos u otras reguladas por ley, según correspon-
da, implique corta de bosque nativo, el plan de manejo correspondiente deberá ser presentado por 
el respectivo concesionario o titular de la servidumbre, según los casos, quien será responsable del 
cumplimiento de todas las obligaciones contenidas en él”.
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